Proyecto de Declaración

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

Declara

Manifestar su rechazo y profunda preocupación por la embestida política de parte del gobierno y sectores del oficialismo contra la libertad de expresión y de prensa. Generando, mediante una persecución pública manifiesta, temor en el periodismo independiente Nacional.

Fundamentos
Desde su sanción en 1980, la Ley de Radiodifusión, ha sido modificada solo 9 veces mediante una Ley. Mientras que 80 veces fue modificada por decretos del PEN y otras 126 veces por decisiones administrativas. Esta proporción nos da una clara expresión de cuál es el camino por el que se ha transitado en estos últimos 20 años en materia de construcción de legalidad en radiodifusión.
En los últimos días La Presidenta de la República, Cristina Fernández de Kirchner, ha manifestado, en discursos oficiales, la intención de darle mayor impulso estatal al observatorio  de discriminación en los medios de comunicación. Ha atacado, junto con otros actores del oficialismo, en forma directa a los Diarios Clarín, La Nación y demás, que son los principales periódicos nacionales. Es imposible en consecuencia, que no queden afectadas las libertades de expresión y de prensa

El Observatorio de medios se encuentra constituido desde el año 2006, a partir de la Propuesta Nº 208 del Plan Nacional contra la Discriminación; con la firma de un convenio entre el titular del COMFER (en aquel momento Julio Bárbaro) y la titular del INADI (María José Libertino). En el año 2007 se incorporó el Consejo Nacional de la Mujer (Lucila Colombo).

Está previsto como un organismo de “asesoramiento” del COMFER, con la finalidad de monitorear los contenidos de los distintos servicios de radiodifusión en todo lo que concierne al Plan Nacional contra la Discriminación (aprobado por Decreto 1086/05).

No se entiende a qué se refiere la Presidenta con este “nuevo lanzamiento” del Observatorio, en medio de una crisis social y luego del acto donde el ex presidente atacara explícitamente a algunos medios de comunicación.

Asimismo, hace especial hincapié en dos informes producidos por la Facultad de ciencias sociales de la UBA. Dichos informes van más allá de un simple dictamen de preocupación por algunas menciones discriminatorias y avanzan sobre consideraciones particulares en contra del sector agropecuario.

Este tipo de improntas superan los límites de la mera discrepancia al aplicar mecanismos de control sobre la prensa libre, invadiendo claramente el sistema democrático constitucional.

Según el abogado constitucionalista Gregorio Badén “con particular malicia o ignorancia se atribuye a los medios de prensa, una línea editorial proclive a defender la postura de los sectores agropecuarios debido al "mercado publicitario extraordinario" que habrían generado y que acarrearía un compromiso económico traducido en esa línea editorial. Semejante afirmación dista de adecuarse a la realidad periodística. La línea editorial de un medio de prensa libre no se subordina a valores económicos, porque ello importa su partida de defunción al perder credibilidad en la sociedad”. 
El documento emitido por las autoridades universitarias dista de admitir esa realidad. Se encierra en conceptos arcaicos propios de los regímenes políticos paternalistas y autocráticos. En síntesis, es lamentable que un claustro universitario tome partido en un conflicto de política agonal y que, en definitiva, pretenda cercenar la libertad de los periodistas”.

Asimismo, el constitucionalista resaltó: “Distinto es el caso de aquellos programas radiales o televisivos fomentados por el Gobierno con la publicidad oficial, y cuya duración suele ser efímera porque, precisamente, el ciudadano no es un sujeto pasivo. Es un individuo que no desea ser engañado, y cuando percibe el engaño, aplica la más severa sanción que puede recibir un medio de prensa: el abandono”.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares de esta H. Cámara de Diputados, acompañen con su voto afirmativo.-

